Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fuera del orden del día, quiero referirme a una omisión que cometí con un 
proyecto de ley que había presentado el señor Senador Alfie, con relación a la vigencia de la Ley N* 
16.480. 


SEÑOR ALFIE.- Si me permite, señor Presidente, puedo referirme a ese tema. 


Ha surgido un problema relacionado con la Ley N* 16.480, que hizo que el personal de 
vigilancia de ANCAP quedara incluido dentro de la Caja Policial. La verdad es que siempre estuvo en la 
Caja Policial, pero ahora ha aparecido una interpretación que dice que ese personal es del Banco de 
Previsión Social. La fuente de interpretación parece ser la Ley N* 16.713, de Seguridad Social, lo que 
no tiene nada que ver, porque su artículo 1% excluye a todos los trabajadores incluidos en otros 
regímenes. Entonces, a mi juicio -aclaro que, además, hice estudiar este asunto- esa interpretación es 
absolutamente incorrecta y cambia totalmente la forma del régimen de jubilación. 


Cabe agregar que son pocas las personas en esta situación y que, además, están en un 
régimen de vigilancia, como si fueran policías, y por eso aportan a la Caja Policial. 


SEÑORA DALMAS..- Quisiera saber si pertenecen a una empresa privada. 


SEÑOR ALFIE.- Son funcionarios de ANCAP. La Ley N* 16.480 declaró comprendidos en la Ley N* 
13.793 -sobre régimen de retiro de los funcionarios policiales, bomberos, etcétera- a los trabajadores 
de ANCAP que prestan servicios en la Unidad de Vigilancia y Protección de dicho Ente. La ley es del 
año 1994; pero ahora el Banco de Previsión Social dice que la norma no es aplicable y sí el régimen 
planteado por la Ley N* 16.713, lo que a mi modo de ver es una ocurrencia. 


Ahora bien, ¿qué dice el artículo 1% de la Ley N* 16.713? Allí se habla de quiénes son los 
incluidos y, claramente, son todos menos los que están en otras Cajas. Es más; hay un artículo 
específico que mandaba a reformar las Cajas en un año. Entonces, una vía de interpretación hacia 
atrás parece que afectaría el régimen jubilatorio y los derechos adquiridos de estas personas. En todo 
caso, si se quiere cambiar, que sea de aquí para adelante. 


Mi propuesta es declarar que la ley se mantiene vigente en todos sus términos, porque nunca 
nadie la derogó explícitamente. Eso es todo. Si se quisiera pasarlos al Banco de Previsión Social, se 
tendría que elaborar una ley que estableciera que de acá para adelante estarán comprendidos en dicha 
institución. Habría que ver cómo son las conversiones, los derechos, etcétera; es decir, habría que 
analizar el artículo 78 o el 80 de la Ley de la Caja Policial. 


El tema es bastante sencillo y me gustaría que la Comisión lo pudiera estudiar para 
resolverlo rápidamente, por sí o por no. 


SEÑOR VAILLANT.- Algo me he informado sobre el tema y, además, he hablado con los principales 
actores. Creo que aquí hay dos enfoques distintos. Uno de ellos es de carácter jurídico y otro de orden 
político. El de características jurídicas es aquel al que hacía referencia con claridad el señor Senador 
Alfie, en cuanto a si las disposiciones que los amparaban están vigentes o no; pero ese no es un 
asunto que tengamos que resolver nosotros en el Parlamento, y menos en esta Comisión, sino que es 
un tema legal. 


Si estos trabajadores no están siendo reconocidos por un organismo del Estado -que no 
estaría cumpliendo una ley que está vigente-, existen instrumentos legales para que puedan apelar esa 
decisión, pero no es el Parlamento el que tiene que resolver. Si éste se pronuncia, lo que está 
haciendo, en el fondo, es dar una opinión ratificando políticamente la conveniencia o la corrección de la 
norma que, aparentemente, podría estar derogada, y sobre eso tengo una opinión distinta. 


Creo que si hay una ley que está vigente, debe cumplir con ella el organismo público 
correspondiente, y para reclamar eso hay vías jurídicas. Si nosotros nos pronunciáramos en cuanto a 


que una ley está vigente cuando podría no estarlo, le estaríamos dando vigencia, lo cual es lo mismo 
que legislar nuevamente, y allí sí planteo mi posición contraria, porque no estoy de acuerdo con que 
estos trabajadores tengan un régimen asimilado al de los policías y, particularmente, al de los 
bomberos -cosa que les manifesté-, porque si bien es cierto que cumplen una función que, en teoría, 
es similar, en la práctica es totalmente distinta. Los regímenes de jubilaciones especiales están 
directamente vinculados a los riesgos que tienen esos funcionarios y a las características de aquellos. 
Cuando se trata de los bomberos, el régimen especial tiene que ver con una actividad altamente 
estresante y que pone en riesgo permanentemente sus vidas, porque están para combatir todos los 
incendios que se produzcan en cualquier lugar del territorio. En cambio, quienes cumplen funciones 
similares a las de los bomberos, pero en una institución como ANCAP, están a la orden para 
eventualmente combatir un incendio si alguna vez se produce, además, naturalmente, de las tareas de 
vigilancia. Entonces, creo que hay una enorme diferencia entre quienes tienen la responsabilidad de 
prevenir incendios en ANCAP y quienes tienen la responsabilidad de combatir incendios todos los días 
desde el Cuerpo de Bomberos. Por lo tanto, no puede ni debe aplicárseles legislación similar. 


Esa es la razón por la que no estoy de acuerdo en que tengan el mismo tratamiento y, en 
consecuencia, no estoy dispuesto a apoyar con mi voto que se les otorgue un tratamiento que en un 
tiempo tuvieron y que no sé, con certeza, si perdieron; pero ese no es un tema que tenga que resolver 
yo sino, en todo caso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, si no me equivoco, en caso de que 
el Banco de Previsión Social estuviera actuando incorrectamente. 


SEÑOR ALFIE.- Me parece que el Parlamento puede perfectamente ser mucho más expeditivo y 
resolver si la ley está vigente. A mi juicio, es tan claro que está vigente, que por eso redacté este 
proyecto de ley; de lo contrario, nunca lo habría hecho. No hay ninguna norma -y revisamos todo el 
ordenamiento- que haya derogado esa ley. Si es justa o injusta y si las tareas se corresponden en un 
100%, un 50% o un 70%, creo que es otro tema. Esto es lo que dice la ley; si se la quiere modificar y 
establecer que estos trabajadores vayan a la Caja Civil, debería hacerse de aquí en adelante. 


SEÑOR GALLINAL.- Por mi parte, voy a respaldar la posición del señor Senador Alfie porque me 
parece que es de toda justicia. Desde luego que el señor Senador Vaillant tiene todo el derecho a 
pensar que a estos trabajadores no les corresponde ampararse en una Caja, en función de los 
argumentos que ha expresado, pero lo cierto es que hay una ley que así lo establece, que es la Ley N* 
16.480 que tiene un solo artículo que comienza diciendo “Declárase”. Es decir que es una norma con 
carácter retroactivo pues la palabra “Declárase” se utiliza para decir “desde siempre” y no “a partir de la 
vigencia de la ley”. 


Ahora bien, creo que la redacción del proyecto no es la más adecuada, porque si fuera válido 
declarar que una ley se mantiene vigente en todos sus términos, habría que estar haciendo lo mismo 
con todas las leyes y, al final, el Poder Legislativo no tendría ninguna autoridad. Creo que este proyecto 
de ley merecería otra redacción, de forma tal que quede claro que el Banco de Previsión Social no 
puede, por sí y ante sí, excluirlos de los beneficios de una ley e incorporarlos a su propia institución. 


Comparto la intención del señor Senador Alfie, pero me parece que la redacción hay que 
cambiarla. Todo lo demás es muy claro, ya que basta interpretar la ley, porque lo que presenta el señor 
Senador Alfie es una moción de interpretación, que me parece correcta, a la que tenemos que darle el 
alcance correspondiente. Incluso, habría espacio para lo que planteó el señor Senador Vaillant, en el 
sentido de que si se considera que no es justa una situación de estas características, eventualmente, 
de ahora en adelante se podrá establecer un mecanismo distinto. Pero creo que lo que está hecho, 
hecho está, y el Banco de Previsión Social tiene que respetarlo. 


Quizás podemos invitar a la Comisión a estos funcionarios, que en la Legislatura pasada se 
movieron mucho por este tema. Eventualmente, también podemos enviar una nota para que el Banco 
de Previsión Social nos diga cuáles son los fundamentos en función de los cuales está actuando. No 
cabe ninguna duda de que la ley que el señor Senador Alfie quiere interpretar es clarísima. De 
cualquier modo, reitero que podemos hacer el esfuerzo de establecer una norma más clara, todavía, 
con carácter interpretativo para, de esa manera, obligar al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 26 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


